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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA




Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCION DE COAHUILA” 


Iniciativa con proyecto de Decreto que crea la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de Coahuila de Zaragoza,

Planteada por el Diputado Juan Carlos Guerra López Negrete, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 19 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Fecha del Dictamen: 18 de Febrero de 2019.
Decreto No. 210
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 18 / 1 de Marzo de 2019

H. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL PLENO DEL CONGRESO 
DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTES.- 

El que suscribe Diputado Juan Carlos Guerra López Negrete, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Primer Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY  DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A finales del siglo XX, se estableció la obligación del Estado de responder por los daños causados por sus funcionarios con motivo de su actividad regular, oficial, pero para hacerla efectiva, se requería que el causante de la lesión patrimonial fuera declarado responsable y no tuviera bienes, o teniéndolos que no fueran suficientes para resarcir el daño reclamado; es decir era un sistema de responsabilidad subsidiaria y subjetiva. El 10 de enero de 1994, se publicaron los artículos 1927 y 1928 del Código Civil y la adición al 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. En el artículo 1927 quedó establecida la responsabilidad directa del Estado, con la calidad de solidaria, por los daños y perjuicios que sus servidores causaran en ejercicio de sus funciones como consecuencia de ilícitos dolosos, sino seguiría siendo subsidiaria. Por otra parte, el artículo 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, artículo 33 de la actual ley, previó la reclamación de los particulares que hubieren sufrido daños y perjuicios como resultado de una actividad ilegal de un servidor público, no fue sino hasta la reforma que introdujo el actual segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Federal, publicada el 12 de junio de 2002 en el Diario Oficial de la Federación, cuando se resolvió, por un lado, la dicotomía “responsabilidad objetiva-responsabilidad subjetiva” y, por el otro, el de “responsabilidad subsidiaria- responsabilidad directa” en que se debatía la doctrina del momento. Dicho artículo es del tenor literal siguiente: 2 “Artículo 113. … La responsabilidad del Estado por daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”. A nivel federal, el 31 de diciembre de 2004, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la cual entró en vigor el 1° de enero de 2005 y tuvo por objeto el siguiente: 
“ARTÍCULO 1.- La presente Ley es reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones son de orden público e interés general; tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. La responsabilidad extracontractual a cargo del Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás disposiciones legales a que la misma hace referencia. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.” 
Este ordenamiento derogó el artículo 33 y último párrafo del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como el artículo 1927 del Código Civil Federal. Este nuevo ordenamiento fijó las bases y procedimientos para indemnizar a quien sufra daños por la actividad administrativa irregular del Estado; establece la responsabilidad objetiva y directa. 
Posteriormente el 14 de junio de 2002, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución Federal, el cual tiene como fin el reconocimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado de carácter directa y objetiva, por los daños que, por motivo de su actividad administrativa irregular, le ocasionen a los particulares en sus bienes o derechos. En los transitorios de dicho Decreto se establecía que tal reforma entraría en vigor en enero de 2004, emplazando así en su momento a las Entidades Federativas a fin de que adecuaran sus legislaciones locales con la federal. 

Así pues, en diciembre de 2013, es decir nueve años después, Acción Nacional presentó ante el Congreso del Estado la iniciativa que se requería para homologar la Constitución Local con la Federal; siendo afortunada en ver la luz dicha propuesta fue publicada en el Periódico Oficial del Estado el 11 de abril de 2014, sin embargo a cuatro años de dicha publicación no se ha expedido en nuestro estado la ley secundaria que ayude a complementar lo establecido en dicha homologación. 

Mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, en fecha 27 de mayo de  2015,   se reformó  la normativa que dio origen a la Ley Federal  en materia de responsabilidad patrimonial,   esto para crear el Sistema Nacional Anticorrupción, quedando constancia que se modificó  el articulo 113 en forma completa  y el  párrafo aludido fue  trasladado  en forma íntegra al artículo 109 de la Constitución Federal, en su último párrafo.

Es dable mencionar que, en nuestra entidad federativa, se han presentado   proyectos de iniciativas para crear la Ley reglamentaria al Artículo 160 de la Constitución del Estado, en el año 2015 por el ex gobernador del estado, y en el último año de la Legislatura anterior se presentó en dos ocasiones los proyectos de iniciativas sin que se haya aprobado, una de ellas por el ex Diputado Jesús De León Tello y otra como iniciativa popular presentada por el suscrito el año pasado.  La insistencia en que se apruebe la iniciativa que hoy se pone a su consideración, es porque de manera recurrente se presentan casos donde ciudadanos son víctimas de la actividad irregular del estado ya sea por omisión, exceso o deficiencia en el cumplimiento de las leyes por parte de los servidores o servicios públicos prestados con deficiencia o negligencia en su prestación en las diversas áreas de la administración pública estatal o municipal.

Como punto de partida para  la debida elaboración del proyecto de iniciativa,  habremos de establecer los alcances de la responsabilidad administrativa la cual tiene una doble función, pues además de erigirse como una garantía a favor del particular para lograr el resarcimiento del perjuicio causado por el Estado, también se muestra como un “autocontrol” de la propia Administración Pública, ya que se entiende que el Estado actuará de la mejor manera posible para no incurrir en ningún tipo de responsabilidad.   
André Hauriou decía que existen dos pilares esenciales para el Estado: “que actúe, pero que obedezca la ley; que actúe, pero que pague el perjuicio”. Dichos principios reconocen básicamente que el Estado, tiene como fin el satisfacer ciertas necesidades que el individuo no puede resolver por sí mismo como lo son las necesidades colectivas las cuales implican que irremediablemente se realicen bajo el amparo de la Ley.  

La Corte ha determinado que se entiende como “actividad administrativa irregular”, en la Tesis: 1a. CXXXI/2012 (10a.) Semanario Judicial de la Federación Décima Época 2001473 4 de 14 Primera Sala Libro XI, Agosto de 2012, página 496 Pag. 496. Tesis Aislada (Administrativa).
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL, COMPRENDE EL DEBER DE REPARAR LOS DAÑOS GENERADOS POR LA ACTUACIÓN NEGLIGENTE DEL PERSONAL MÉDICO QUE LABORA EN UN ÓRGANO DEL ESTADO. Conforme a lo resuelto por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 4/2004, la actividad irregular del Estado a la que se refiere el artículo 113 de la Constitución General, se configura cuando la función administrativa se realiza de manera defectuosa, esto es, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros establecidos en la ley o en los reglamentos administrativos. En tal sentido, cuando en la prestación de un servicio público se causa un daño a los bienes y derechos de los particulares, por haberse actuado irregularmente, se configura la responsabilidad del Estado de resarcir el daño y, por otro lado, se genera el derecho de los afectados a que sus daños sean reparados. Así, debe entenderse que la actividad administrativa irregular del Estado, comprende también la prestación de un servicio público deficiente. En el caso de la prestación deficiente de los servicios de salud, la responsabilidad patrimonial del Estado se actualiza cuando el personal médico que labora en las instituciones de salud públicas actúa negligentemente, ya sea por acción u omisión, y ocasiona un daño a los bienes o derechos de los pacientes...” 

Siendo importante establecer que la responsabilidad patrimonial del estado cuenta con dos características fundamentales: 

a) Responsabilidad Objetiva. Lo que determina la obligación, es la realización del hecho dañoso imputable al Estado y no la motivación subjetiva del agente de la administración (culpa, ilicitud, falta de cuidado o impericia). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció la diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva, en la tesis de jurisprudencia 43/2088 de rubro y texto siguientes: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA. La adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, tuvo por objeto establecer la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados en los bienes y derechos de los ciudadanos, otorgándole las características de directa y objetiva. La diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva radica en que mientras ésta implica negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño, aquélla se apoya en la teoría del riesgo, donde hay ausencia de intencionalidad dolosa. Por otra parte, del contenido del proceso legislativo que dio origen a la adición indicada, se advierte que en un primer momento el Constituyente consideró la posibilidad de implantar un sistema de responsabilidad patrimonial objetiva amplia, que implicaba que bastaba la existencia de cualquier daño en los bienes o en los derechos de los particulares, para que procediera la indemnización correspondiente, pero posteriormente decidió restringir esa primera amplitud a fin de centrar la calidad objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado a los actos realizados de manera irregular, debiendo entender que la misma está desvinculada 7 sustancialmente de la negligencia, dolo o intencionalidad, propios de la responsabilidad subjetiva e indirecta, regulada por las disposiciones del derecho civil. Así, cuando el artículo 113 constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño al particular "con motivo de su actividad administrativa irregular", abandona toda intención de contemplar los daños causados por la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con el dolo en la actuación del servidor público, a fin de centrarse en los actos propios de la administración que son realizados de manera anormal o ilegal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.1 ” b) Responsabilidad Directa El Estado asume que los agentes públicos son “órganos” suyos, integrantes de la estructura misma del Estado, por tanto, cualquier conducta o actuación de dichos órganos que cause un daño le es directamente imputable al mismo. Es directa porque el particular podrá demandar la indemnización directamente al Estado sin necesidad de ir en primer término en contra del funcionario a quien pudiera imputarse el daño. Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVII, junio de 2008, página 719.” 
b) Responsabilidad Directa. El Estado asume que los agentes públicos son “órganos” suyos, integrantes de la estructura misma del Estado, por tanto, cualquier conducta o actuación de dichos órganos que cause un daño le es directamente imputable al mismo. Es directa porque el particular podrá demandar la indemnización directamente al Estado sin necesidad de ir en primer término en contra del funcionario a quien pudiera imputarse el daño. 
Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como consta en la siguiente jurisprudencia 42/2008, fija la diferencia entre responsabilidad objetiva y la directa del Estado, frente al particular: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de la responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus bienes o derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, límites y 1 Tesis de jurisprudencia P./J. 43/2008, emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 719 del tomo XXVII (junio de dos mil ocho) del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 8 procedimientos que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el ejercicio de sus funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la "responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración. Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVII, junio de 2008, página 722.”
Dicho de otra forma, la responsabilidad del Estado es un sistema directo y objetivo, en el cual la culpa pareciera carecer de importancia, ya que la procedencia se encuentra sujeta a dos elementos:  
1. Que el daño imputable a la Administración –Estatal o Municipal- sea entendido como la disminución sufrida al patrimonio de un sujeto como consecuencia de una actuación administrativa. 
2. Que exista un nexo causal que permita vincular ese daño con la gestión administrativa. El carácter de la presente iniciativa que se presenta es sencillo: que el Estado o los Municipios respondan de manera directa, es decir que el ciudadano no tenga que demostrar primero la responsabilidad basada en la culpa o hecho ilícito para poder acceder a una indemnización. 

Una vez establecido el concepto de actividad administrativa irregular y el tipo de responsabilidad, debemos precisar en qué consiste el daño material y moral, así como lo que habremos de entender como indemnización.
El daño en general es el efecto que causa a un particular la conducta administrativa irregular, ya sea en su persona o sus bienes. Por lo que hace al daño material, lo podemos identificar al causado en los bienes o en la persona de los particulares, es decir, en el patrimonio o en la integridad física de los particulares. El daño moral se produce en el estado psíquico o mental de las personas, que les puede ocasionar o producir un estado de ánimo anormal, en comparación a la generalidad de las personas, por   indemnización, se define como el pago que realiza el Estado, de un monto cuantificado, en términos de la ley, que de alguna forma pretende resarcir los daños causados al particular, por desplegar una actividad administrativa irregular.
Así pues, en la Iniciativa que hoy se presenta, además de los conceptos antes mencionados, se puntualiza los sujetos obligados, autoridad competente para conocer y resolver, así como la forma de sustanciación del procedimiento para el reclamo del pago de responsabilidad patrimonial del Estado o de los Municipios, además de precisar que la responsabilidad patrimonial tanto del Estado como de los Municipios, debe ser armonizada con la capacidad presupuestal de estos, por eso se establece que anualmente se deberá designar una partida presupuestal para destinarse a las erogaciones derivadas de la responsabilidad patrimonial, contemplando las que no se hayan podido cubrir en el ejercicio anterior. 
De igual manera en el presente proyecto de iniciativa, se considera que las indemnizaciones sólo comprenderán los daños y perjuicios reales que sean consecuencia inmediata y directa de la actividad administrativa pública irregular del Estado o del Municipio,   sin que existan limites en el monto del pago,  ya que  los primeros estados que crearon su Ley en materia de responsabilidad patrimonial, lo hicieron poniendo límites y candados a lo que tendrían derecho los particulares, aunque estos jurídicamente  hayan acreditado el monto mayor a lo establecido en dichos ordenamientos,  por ello se  dio lugar a acciones de inconstitucionalidad sobre el tema, por lo que la Corte resolvió que era inconstitucional fijar topes máximos, esto lo podemos verificar en las siguientes:

“Tesis: III.4o. (III Región) 7 A (10a.) Semanario Judicial de la Federación. Décima Época Tribunales Colegiados de Circuito. Libro IV, Enero de 2012, página 4609 Pag. 4609 
Tesis Aislada (Constitucional). RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN TOPE MÁXIMO DE INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE GENERE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. De la exposición de motivos de la reforma que modificó la denominación del título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de responsabilidad patrimonial, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, por la cual se adicionó un segundo párrafo al artículo 113 de la propia Carta Magna, se advierte que tuvo como fin incorporar en el texto constitucional dos aspectos fundamentales: 1. El establecimiento expreso de una nueva garantía que proteja la integridad y salvaguarda patrimonial de los individuos respecto de la actividad del Estado, y 2. La obligación correlativa del Estado a la reparación de las lesiones antijurídicas que con su actividad irrogue en el patrimonio de todo individuo que goce de dicha garantía, además de precisar que la indemnización debe ser integral y justa, para lo cual se consideró pertinente adoptar como criterios de ponderación de ésta los de proporcionalidad y equidad. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó el criterio que el señalado precepto prevé un derecho sustantivo a ser indemnizado por los daños generados por la actividad administrativa irregular del Estado y que las autoridades estatales, incluido el legislador, tienen la obligación de proveer las bases y procedimientos, así como de desplegar sus potestades públicas con el objetivo de garantizarlo, lo cual implica que la mencionada reforma se apoyó en los siguientes principios: 1) el de que quien ocasione un daño que no hay obligación de soportar, debe repararlo y 2) el de solidaridad social, que insta a repartir las cargas de la convivencia social entre los integrantes de la sociedad. Así, estos fines se logran si la indemnización obedece al principio de reparación integral del daño, pues el particular obtiene una compensación que corresponde con el daño que resiente y el Estado interioriza los costos de su actuación irregular, lo que favorece los objetivos generales relacionados con la justicia y el mejoramiento de los servicios públicos. Por tanto, el artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, al establecer un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización por los daños que genere la actividad administrativa irregular del Estado contraviene la citada norma constitucional, porque restringe arbitrariamente el derecho a recibir una indemnización justa, precisamente porque no permite a la autoridad jurisdiccional hacer uso de su arbitrio en cuanto a todas aquellas cantidades que superen la máxima, pues en los casos en que la indemnización sea mayor al tope máximo y, por tanto, no puede verificar en cada caso cuál es el monto de la indemnización que debe corresponder de acuerdo con la magnitud del daño causado, ya que los particulares deberán asumir el costo que supere el tope máximo, lo cual no sólo impedirá la reparación integral de la violación sufrida en sus derechos, sino que permitirá al Estado no asumir parte de las consecuencias por los daños que causó.”
“Tesis 2000155. III.4o. (III Región) 9 A (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 4608. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN MONTO MÁXIMO COMO LÍMITE AL QUE DEBERÁ SUJETARSE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE OCASIONE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, INFRINGE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. El artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, establece un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización que el Estado debe cubrir con motivo de los perjuicios que se ocasionen al gobernado por su actividad administrativa irregular, de veinte mil días de salario mínimo vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, Jalisco; es decir, no contiene un parámetro que establezca cantidades o porcentajes mínimos y máximos que permitan al juzgador, en uso de su arbitrio, determinar de manera justa e integral el monto pecuniario que provocó el daño, lo que infringe el principio de igualdad, puesto que trata de manera diferente a personas que se encuentran en el mismo supuesto, si se toma en cuenta que cuando no se rebase el límite indemnizatorio que prevé el numeral de mérito, el particular lo recibirá íntegramente, mientras que las personas a las que les resulte un monto superior al tope máximo no recibirán una indemnización completa y, por tanto, tendrán que resentir en su patrimonio el faltante. Lo anterior es así, porque los objetivos destacados en la exposición de motivos que dio origen a la adición del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que son, cumplir con las indemnizaciones en apoyo a los principios de ponderación, proporcionalidad y equidad, no se cumplirían, pues los particulares a quienes el Estado les cause perjuicios, no siempre recibirán una indemnización justa, lo cual implica, además, prescindir de un incentivo necesario para adoptar medidas que eliminen o aminoren la mala calidad de los servicios públicos…”
Por otra parte, se dispone lo relativo para el caso de concurrencia, determinando que el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de dicha distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, diversos criterios los cuales deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto.   
Es por ello, que es de suma importancia que en nuestro Estado contemos con la ley que hoy presento a fin de brindar certeza jurídica a quienes en el habitamos, por  lo que para fundar a la presente iniciativa,  se realizó un análisis de las leyes relativas  a la Responsabilidad Patrimonial   del Estado  y Municipios de  Oaxaca, Guanajuato, Baja California, Nuevo León,  similares a la  Ley Federal de la Materia,   mismas que sirven como ejemplo,  aunados a los proyectos de iniciativas presentadas  en la Legislatura anterior,  por el Ex diputado Jesús de León Tello,  por el Ex gobernador Rubén Ignacio Moreira Valdés y por el suscrito,  sin que ninguna de ellas pasaran por el trámite legislativo para ser  dictaminadas.

Es importante recalcar la obviedad del razonamiento por la cual una iniciativa de esta índole tiende a caer en las “congeladoras de comisiones” y el “tortuguismo” legislativo: El miedo de los entes públicos estatales y municipales a caer en problemas presupuestales para resarcir los daños a los Coahuilenses causados por la nula calidad de su trabajo o el pobre o lento mantenimiento que se da a las obras publicas y los servicios de nuestros gobiernos.  Es un llamado de atención y establecimiento de reglas claras a nuestros servidores públicos que el típico “hay se va” debe ser postura del pasado y no el de un gobierno responsable y eficiente en todos y cada uno de sus deberes.  El techo presupuestal debe estar basado en “buenas obras” más que en “MÁS” obras públicas que simulan un servicio cuando en realidad no lo prestan.  Si cada secretaría construye y opera con calidad, el ciudadano recibirá obra pública para toda la vida, que por su calidad y buen mantenimiento no cause perjuicio alguno al usuario y eso resultará en secretarías profesionales y responsables. Lo que a mediano plazo representará también, en lugar de un problema presupuestal reparando daños, un catálogo de obras e infraestructura duradera que da el servicio que pagan los Coahuilenses con sus impuestos.

Les pido a los integrantes de las comisiones pertinentes que no le saquen la vuelta a esta iniciativa, que además ha sido traída a este Honorable Congreso por legisladores de diferentes partidos, como el ex gobernador Rubén Moreira Valdés, el exdiputado Jesús de León Tello y un servidor en mi carácter de ciudadano.  Este tipo de iniciativas pueden definir la verdadera profesionalización del ejercicio del poder en bien de nuestro estado.

En conclusión,  como ya se estableció en líneas anteriores,  se tomaron  como base las iniciativas  presentadas por  el Ex gobernador Rubén Ignacio  Moreira Valdés, del Ex diputado JESUS DE LEON TELLO, así como  la propia iniciativa popular presentada por el suscrito, de  las que se analizó la exposición de motivos y la estructura, haciendo las adecuaciones,  cambios y ajustes  que se consideraron necesarios de conformidad con nuestra Legislación vigente,  ello con la intención de  dar origen a la Ley de Responsabilidad Patrimonial del  Estado de Coahuila de Zaragoza y sus Municipios ,   pues existe la necesidad de que contemos con  una ley vigente y aplicable a los supuestos  concretos que se actualizan  diariamente en nuestra entidad en perjuicio de los ciudadanos,  de las que  habremos de señalar lo siguiente:

Respecto a la Iniciativa presentada por el primero de los mencionados, la cual está estructurada de la siguiente manera;

CAPITULO I . Disposiciones generales 

CAPITULO II. Indemnizaciones

CAPITULO III. Procedimiento

CAPITULO IV. Concurrencia

CAPITULO V. Derecho de repetir contra los servidores públicos 

En relación con  las disposiciones contenidas en los capítulos antes mencionados, se tomaron en consideración como base  para la redacción de presente proyecto de iniciativa, lo relativo a los capítulos DE LA  CONCURRENCIA, DERECHO DE REPETIR  CONTRA LOS SERVIDORES PUBLICOS,  mientras que los concernientes a DISPOSICIONES GENERALES,  INDEMNIZACIÓN  Y PROCEDIMIENTO,  se les realizaron modificaciones, pues se considera que la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y  Municipios de Coahuila de Zaragoza,   es una Ley Reglamentaria del artículo 106 fracción IV de la Constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza,   y no como lo establecía la iniciativa del ex gobernador,  así mismo se define de manera clara los sujetos obligados como entes públicos estatales y municipales; por otra parte en relación a la legislación aplicable para la sustanciación del  procedimiento se modificó, ya que en la iniciativa en análisis se estableció que se aplicaría el Código de Justicia Administrativa del Estado,  sin embargo, dicho ordenamiento legal no se ha promulgado,  es por ello que en el proyecto de iniciativa que hoy presento se  dispone que  el desahogo del  procedimiento se hará de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo  del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Como parte del análisis de los proyectos el referente a la iniciativa presentada por el Ex diputado Jesús de León Tello, en la cual se tomó como base la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Nuevo León, se realizaron algunas adiciones y modificaciones, la cual está estructurada de la siguiente forma:

Además de los capítulos ya mencionados en el proyecto enunciado en líneas anterior, el segundo de los proyectos adicionó los siguientes capítulos:
CAPITULO II. IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DE LA INDEMNIZACIONES

CAPITULO III. DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

CAPITULO OCTAVO. LEGISLACIÓN SUPLETORIA
TRANSITORIOS

De tal guisa, se respetaron de manera íntegra el CAPÍTULO PRIMERO, en el CAPÍTULO SEGUNDO se agrega una causal más de improcedencia, se realizan ajustes en el articulado  sujetando la sustanciación de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza,  en el capítulo relativo  DE  LA CONCURRENCIA, se  establece la posibilidad de que los entes estatales o municipales cubran la indemnización subsidiariamente por años ocasionados por concesionarios,  con la posibilidad de repetir contra el mismo, se amplia de dos artículos  a  cinco facultando a los  entes a instruir procedimientos contra los funcionarios  que ocasionen un daño en el ejercicio de sus funciones. 
En consecuencia, para la elaboración del presente proyecto de iniciativa, se tomó la decisión de realizar ajustes, modificaciones de suma trascendencia en varios de sus capítulos, dichos cambios son:

a).-  En el CAPITULO PRIMERO,  relativo a Disposiciones Generales,  se establece que es una Ley Reglamentaria del artículo 106 fracción IV de la Constitución Local.
b).- Establecimos de manera clara  los alcances y lo conceptos de sujetos obligados  y  afectados  con derecho a ser indemnizados.
c).- Eliminamos los topes máximos en las indemnizaciones, en razón de los criterios de la Corte que ya han sido expuestos.

d).- Se define de manera clara lo que debe entenderse por actividad administrativa irregular.
e).- Se concentra en el CAPITULO SEGUNDO IMPROCEDENCIA  DE LA VÍA Y LA INDEMNIZACIÓN, precisando con una redacción clara de las causales  en que se exime a los entes públicos al pago de la indemnización.

f).- Se establece de manera clara la competencia  para conocer de los procedimientos administrativos de responsabilidad patrimonial  en primera y segunda instancia de conformidad con la legislación vigente.
g).-  Establecimos  en el CAPITULO QUINTO DEL PROCEDIMIENTO, que el procedimiento   de reclamación de responsabilidad patrimonial  que se inicie entra de los entes públicos,  se sustanciara de conformidad con la Ley del Procedimiento Administrativo  del Estado de Coahuila de Zaragoza,   así como  cuales son las leyes supletorias 

Entre otras modificaciones que se realizaron para que este ordenamiento sea acorde con nuestra legislación vigente y sea idónea para su debida aplicación a los hechos concretos que se susciten.
Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, someto respetuosamente a la consideración de éste H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO:   Se promulgue la LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA, para quedar como sigue.

LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del último párrafo de la fracción IV del artículo 106 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sus disposiciones son de orden público e interés general y tiene por objeto establecer las bases, límites y procedimientos para que los particulares ejerzan el derecho a la indemnización por daños y perjuicios que se genere con motivo de la actividad administrativa pública irregular del Estado o de sus Municipios.

Los preceptos contenidos en esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar los fallos y recomendaciones de los organismos de Derechos Humanos competentes, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones.

La aceptación y cumplimiento de las recomendaciones a que se refiere el párrafo anterior, en su caso, deberá llevarse a cabo por el ente público estatal o municipal que haya sido declarado responsable; lo mismo deberá observarse para el cumplimiento de los fallos jurisdiccionales de reparación.

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley, se considerará sujetos obligados y, por lo tanto, parte del procedimiento administrativo de indemnización por Responsabilidad Patrimonial, a las siguientes:
a) Entes Públicos Estatales, comprendido por los Poderes Ejecutivos, Legislativos y Judicial, y los organismos públicos de carácter descentralizado, autónomo y paraestatal que forman parte de la entidad y los organismos constitucionales autónomos.

b)  Entes Públicos Municipales, comprendiendo por el Ayuntamiento, el Cabildo y las dependencias y organismos descentralizados y paramunicipales que forman parte de éste, incluyendo a los juzgados y Tribunales de Justicia Municipal.

c) Cualquier otro organismo o institución que, de acuerdo a la legislación aplicable posea el carácter de entidad pública estatal o municipal.

No quedan comprendidos en ellos, los fedatarios públicos, los concesionarios, permisionarios o cualquier otra persona física o moral que, en ejercicio de alguna patente, permiso o concesión, preste un servicio público. 

Las expresiones entidad, entidad pública, administración pública, sujeto obligado y responsable, se entenderá en referencia a los entes del Estado y lo Municipios previstos en los incisos a), b) y c) de este artículo.

Las expresiones afectado y afectación se entenderán en relación al particular y al daño o perjuicio que ha sufrido por la actividad irregular del Estado o el Municipio. 

La expresión particular se refiere a las personas físicas o morales que sufren alguna afectación por la actividad irregular del Estado el Municipio.

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley la actividad administrativa pública irregular es aquella que cause daño o perjuicio a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño o perjuicio de que se trate, habiéndose vulnerado una disposición legal o reglamentaria.

No se considerarán actividades administrativas públicas irregulares, las realizadas por el ente público del Estado o Municipio en ejercicio de un derecho tutelado, siempre y cuando se realicen en los tiempos previstos formalmente para ellos, aun cuando con éstas se causare daño o perjuicio al particular.

Artículo 4.- Se considera afectado con derecho a ser indemnizado, a la persona física o moral que sufra daños materiales o perjuicios derivados de actos administrativos públicos irregulares realizados por el Estado de Coahuila de Zaragoza o de cualquiera de sus Municipios, que afecten directamente su patrimonio.

Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán de ser reales,  evaluables en dinero directamente relacionados con una o varias personas, y desiguales a los que pudieran afectar al común de la población. La excepción a lo previsto en este párrafo corresponderá ser probada por el sujeto obligado.

CAPÍTULO SEGUNDO

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 5.- No habrá obligación de indemnizar de acuerdo con esta Ley, en los casos y supuestos siguientes:

I.- Por actos materialmente jurisdiccionales o legislativos.

II.-  En caso fortuito o fuerza mayor.

III.- Cuando el Estado o el Municipio, por necesidad apremiante debidamente acreditada, deban tomar acciones urgentes para privilegiar y proteger el interés de la colectividad por encima del particular.

IV.- Cuando los daños y perjuicios causados no sean consecuencia directa de la actividad administrativa pública irregular o se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar de acuerdo al conocimiento científico o técnico aplicable al momento de ocurrir el suceso o evento que generó el daño o afectación.

V.- Cuando la afectación o daño sea causada por servidores públicos que no actúen en ejercicio de funciones públicas; por hechos imputable a terceros que hayan producido la causa de responsabilidad; por hechos derivados del descuido o la negligencia del afectado; por hechos en los cuales el afectado sea el único causante del daño; por hechos que resulten de la concurrencia de culpas del afectado y del servidor público y por hechos acontecidos para evitar un daño grave e inminente.

VI.- Por actividades realizadas en cumplimiento estricto de una disposición legal o de una resolución jurisdiccional.

VII.- Cuando el afectado hubiere consentido expresa o tácitamente la actuación administrativa pública, exceptuando los casos donde la autoridad le hubiese garantizado previamente que no se generaría determinado daño o perjuicio y este se hubiese generado de todos modos.  Y;

VIII.- Cuando, de acuerdo a la naturaleza de la afectación o daño, esta deba reclamarse conforme a una ley distinta a ésta. 

Artículo 6.- El daño o perjuicio que motive la responsabilidad patrimonial que se reclame, deberá ser directamente relacionado con una o varias personas, y desproporcional al que pudiera afectar ordinariamente al común de la población. Probar la excepción a lo previsto en este párrafo le corresponderá al sujeto obligado.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

Artículo 7.- La responsabilidad de los entes públicos por los daños y perjuicios que, con motivo de su actividad administrativa pública irregular, causen en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa.

Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados conforme a las bases, límites y procedimientos que establece la presente Ley. 

Artículo 8.- Los entes públicos estatales y municipales cubrirán las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial que se determinen conforme a esta Ley, con cargo a sus respectivos presupuestos.

Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto de Egresos del Estado.

Artículo 9.- Los entes públicos del Estado y Municipio, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspondiente, incluirán en sus respectivos presupuestos una partida contingente para cubrir las erogaciones derivadas de responsabilidad patrimonial conforme al orden establecido en el registro de indemnizaciones a que se refiere el artículo 22 de la presente Ley.

Dentro de esta partida deberán considerarse las indemnizaciones que no hayan podido ser cumplidas en el ejercicio inmediato anterior.

Artículo 10.- La partida asignada deberá contemplar un monto realista, calculado sobre la base del historial y antecedentes del pago de indemnizaciones anteriores al ejercicio fiscal que corre, y de las cantidades pendientes de pago; derivando en un monto promedio de conformidad con los antecedentes señalados.
 Artículo 11.- Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal correspondiente, sin afectar el cumplimiento de los objetivos de los programas que se aprueben en el Presupuesto de Egresos del Estado o Municipio.

Cuando se deban cubrir montos que afecten al presupuesto de las entidades antes mencionadas, el Poder Legislativo del Estado deberá acordar, dentro de los límites financieros y presupuestales establecidos por la ley, y de acuerdo a las estimaciones y estudios actuariales pertinentes, la asignación de una partida extraordinaria para cubrir dichas indemnizaciones.

En los casos señalados en el párrafo anterior, los entes del Estado y Municipios contarán con el derecho a establecer pagos en parcialidades mensuales, trimestrales, semestrales o anuales, de acuerdo a cada caso concreto, sin tardar más de tres años en erogar el total de la indemnización acordada, ni dejar de cumplir con las parcialidades establecidas.

La autoridad jurisdiccional o administrativa que resuelva el pago de una indemnización de conformidad con las bases señaladas en presente artículo, deberá considerar lo señalado en el tercer párrafo del presente en el resolutivo o sentencia. 

Esta prerrogativa será aplicable sólo en los casos en que el monto establecido afecte el presupuesto de conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo de este artículo. En todos los demás casos el pago deberá hacerse en una sola exhibición, sin que medie un plazo mayor a tres meses entre la fecha en que se notifica el resolutivo o sentencia final al particular, y la fecha en que se realiza el pago correspondiente. 

En todo momento, el particular y el ente responsable, previo a la sentencia o resolutivo final, podrán acordar libremente, mediante convenio legalmente suscrito, un monto distinto al pretendido originalmente, formas de pago, ya sea en dinero o en especie, y las parcialidades que pacten.

Suscrito el convenio se suspenderá y sobreseerá el procedimiento de reclamo, y se estará al cumplimiento del acuerdo celebrado.

Artículo 12.- La indemnización se efectuará después de concluir los procedimientos para determinar la responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, y para precisar, en su caso, el monto de los daños y perjuicios.

CAPÍTULO CUARTO

DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 13.- Las indemnizaciones reguladas por esta Ley, únicamente corresponderán a la reparación integral de los daños personales y morales  y perjuicios reales que sean consecuencia inmediata y directa de la actividad administrativa pública irregular del Estado o del Municipio.

Artículo 14.- La indemnización por Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio, derivada de la actividad administrativa pública irregular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades que establece esta Ley y las bases siguientes: 

I. La reparación del daño consistirá en el restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago de una suma de dinero por daños y perjuicios; 

II. El pago en dinero se hará en moneda nacional; 

III. Podrá convenirse el pago en especie; 

IV. La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que la lesión efectivamente se produjo o la fecha en que haya cesado cuando sea de carácter continuo, sin perjuicio de la actualización de los valores al tiempo de su efectivo pago, de conformidad con el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. En todo caso deberá actualizarse la cantidad a indemnizar al tiempo en que haya de efectuarse el cumplimiento de la resolución por la que se resuelve y ordena el pago de la indemnización;

VI. A las indemnizaciones deberán sumarse en su caso, y según la cantidad que resulte mayor, los intereses por demora que establece el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de devolución morosa de pagos indebidos, o pago del interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y 

VII. Los entes públicos Estatales y Municipales, podrán previo acuerdo y ajustándose a la partida contingente, cubrir el monto de la indemnización mediante parcialidades en ejercicios fiscales subsecuentes, realizando una proyección de los pagos de acuerdo a lo siguiente: 

a) Los diversos compromisos programados de ejercicios fiscales anteriores y los que previsiblemente se presentarán en el ejercicio de que se trate; 

b) El monto de los recursos presupuestados o asignados en los cinco ejercicios fiscales previos al inicio del pago en parcialidades, para cubrir la Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio por la actividad administrativa pública irregular determinada conforme a esta Ley; y 

c) Los recursos que previsiblemente serán aprobados y asignados en el rubro correspondiente a este tipo de obligaciones en los ejercicios fiscales subsecuentes con base en los antecedentes referidos en el inciso anterior y el comportamiento del ingreso-gasto.

Para los efectos de la fracción V de este artículo, los términos para el cómputo de los intereses empezarán a correr 30 días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional, según sea el caso, que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

Artículo 15.- El monto de la indemnización por daños y perjuicios materiales se sujetará a la práctica de un avalúo, que tenderá a establecer el valor comercial, los frutos que en su caso hubiere podido producir la cosa objeto del avalúo y todas las circunstancias que puedan influir en la determinación del valor comercial.

Artículo 16.- Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: 

I. En el caso de daños personales:

a) Corresponderá una indemnización con base en los dictámenes médicos correspondientes, conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal del Trabajo, y

b) Además de la indemnización prevista en el inciso anterior, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los gastos médicos comprobables que en su caso se eroguen, de conformidad con lo que la Ley Federal del Trabajo disponga para riesgos de trabajo.

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional, en su caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante.

III. En el caso de muerte, el cálculo de la indemnización se hará de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza  en sus artículos 1890 y 1891, así como también tomando en cuenta el nivel de ingreso familiar del afectado.

IV. En el caso de daños emergentes, lucro cesante, la autoridad administrativa o jurisdiccional según sea el caso, calculará el monto de la indemnización de acuerdo al daño causado al bien o derecho del particular afectado.

Artículo 17.- El monto de la indemnización, se determinará atendiendo a la fecha en que se hubiese causado el daño o la fecha en que hubiesen cesado sus efectos cuando fuere de carácter continuo.

Dicho monto se actualizará por el periodo comprendido entre la fecha de causación del daño y la de la resolución que reconozca el derecho a la indemnización.

La actualización del monto de la indemnización se obtendrá multiplicando dicha cantidad por el factor de actualización que corresponda, mismo que se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo.

El Índice Nacional de Precios al Consumidor será el que publique el Banco de México. En los casos en que el índice correspondiente al mes anterior al más reciente del período, no haya sido publicado, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice mensual publicado.

Artículo 18.- Cuando el daño ocasionado al particular le produzca incapacidad para trabajar, y carezca de las prestaciones que otorgan las instituciones públicas de seguridad social para el sostenimiento personal durante el término de la incapacidad, la indemnización incluirá el equivalente a un salario mínimo vigente en el Estado, mientras subsista la imposibilidad de trabajar.

Artículo 19.- A las indemnizaciones deberán sumarse, en su caso, los intereses moratorios aplicándose el interés legal que determina el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El término para el cómputo de los intereses empezará a correr treinta días después de que quede firme la resolución administrativa o jurisdiccional que ponga fin al procedimiento en forma definitiva.

Artículo 20.- Los entes públicos podrán contratar un seguro por responsabilidad patrimonial a efecto de hacer frente a las reclamaciones por responsabilidad patrimonial, la cual preferentemente se hará a través de la Secretaría de Finanzas a efecto de optimizar su contratación.

Artículo 21.- El derecho a la indemnización a la que se refiere esta Ley, prescribe en noventa días naturales, que se computarán a partir del día siguiente a aquel en que se produzca el daño o perjuicio, salvo que se trate de actos de tracto sucesivo, en los cuales no se computará dicho plazo. 

El plazo de la prescripción sólo se interrumpirá al iniciarse el procedimiento de reclamación correspondiente. 

El derecho al cobro de la indemnización determinada conforme a esta Ley, se extingue por el transcurso de un año contado a partir del día en que fue exigible. Este plazo sólo se interrumpirá por cada gestión de cobro que realice el particular ante el ente público del Estado o Municipio correspondiente.
Los plazos de prescripción previstos en este artículo, se interrumpirán al iniciarse el procedimiento de reclamación, a través de los cuales se impugne la legalidad de los actos administrativos que probablemente produjeron los daños o perjuicios.
Artículo 22.- Los entes públicos del Estado o Municipio, a través de sus instancias correspondientes, deberán contar con un registro de Indemnizaciones por Responsabilidad Patrimonial.
Los registros serán públicos y tendrán por objeto llevar el seguimiento y la inscripción de las resoluciones firmes que determinen responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, así como los convenios derivados de la misma, a fin de que las indemnizaciones se efectúen en orden cronológico, según la fecha y hora de notificación, asignándoseles un número de folio para su control.

Los registros de indemnizaciones por responsabilidad patrimonial se publicarán en el portal de Internet del ente público del Estado o del Municipio correspondiente, en los casos en que cuenten con ello; contendrán, sin perjuicio de lo previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información en relación a la protección de datos personales, el nombre del beneficiario, la modalidad y en su caso, el monto de la indemnización y los datos del expediente en el que se haya dictado la resolución o convenio respectivo.

Artículo 23. - En los casos de haberse celebrado contrato de seguro contra la responsabilidad patrimonial, ante la eventual producción de daños y perjuicios que sean consecuencia de la actividad administrativa pública irregular del Estado o Municipio, la suma asegurada se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral o equitativa, según el caso. De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la diferencia respectiva. El pago de cantidades liquidas por concepto de deducible corresponde al Estado y no podrá disminuirse de la indemnización.
Artículo 24.- Las indemnizaciones fijadas que resulten de algún procedimiento Judicial que exceden del monto máximo presupuestado o que no pudiesen cubrirse con la partida contingente en un ejercicio fiscal, deberán ser cubiertas en el siguiente ejercicio fiscal, basándose en el orden de registro.

CAPÍTULO QUINTO

DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 25.- Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de los entes públicos se iniciarán por reclamación de la parte interesada o por sus causahabientes. La parte interesada deberá describir puntualmente los hechos causantes de la lesión patrimonial producida y señalar la cuantía de la indemnización pretendida.

La autoridad que conozca del recurso de reclamación de daño patrimonial, deberá suplir la deficiencia de los escritos de reclamación, únicamente en cuestiones que no incidan en la resolución del asunto, tales como el ente público presunto responsable, cita de ordenamientos legales, ente público ante quien se promueve, entre otros errores de forma.

Artículo 26.- La parte interesada deberá presentar su reclamación ante la dependencia o entidad presuntamente responsable u organismo público autónomo, conforme a lo establecido la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
En caso de que la parte interesada ingrese su reclamación ante un ente público que no sea el responsable de la presunta actividad administrativa irregular, éste tendrá la obligación de remitirla en un término no mayor de 3 días hábiles al ente público competente, por lo que el término de substanciación empezará a correr a partir de que la autoridad competente lo reciba, además, dicho periodo no se computara para efectos del término de prescripción previsto en el artículo 31 de esta ley.

Los particulares en su demanda, deberán señalar, en su caso, el o los servidores públicos involucrados en la actividad administrativa que se considere irregular.

Si iniciado el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, se encontrare pendiente alguno de los procedimientos por los que el particular haya impugnado el acto de autoridad que se reputa como dañoso, el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado se suspenderá hasta en tanto en los otros procedimientos, la autoridad competente no haya dictado una resolución que cause estado.

Artículo 27.- Las reclamaciones de indemnización por responsabilidad de la administración pública del Estado o los municipios que se presenten ante la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, o bien que deriven del conocimiento de una queja o denuncia ante dicho organismo, deberán ser turnadas al ente público presuntamente relacionado con la producción del daño reclamado.

Artículo 28.- El procedimiento de responsabilidad patrimonial deberá ajustarse, además de lo dispuesto por esta ley, a lo dispuesto por la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza y Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza en la vía administrativa, y el primero de los citados en la vía jurisdiccional.

Así mismo, en lo que respecta a la substanciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial, en el ofrecimiento, desahogo y valoración de pruebas, en lo no previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza se deberá aplicar de manera supletoria el Código de Procedimientos Civiles para el Estado.

Artículo 29.- La nulidad o anulabilidad de actos administrativos por la vía administrativa, o por la vía jurisdiccional contencioso-administrativa, no presupone por sí misma derecho a la indemnización.

Artículo 30.- El daño que se cause al patrimonio de los particulares por la actividad administrativa irregular, deberá acreditarse tomando en consideración los siguientes criterios:

I. En los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado deberá probarse fehacientemente, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.

Artículo 31.- La responsabilidad del Estado deberá probarla el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo. Por su parte, al ente público corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclaman te en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa irregular de los entes públicos; que los daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento, o bien, la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial.

Artículo 32.- Las resoluciones que dicte el ente público con motivo de la reclamación es que prevé la presente ley, deberán contener como elementos mínimos el relativo a la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la lesión producida y la valoración del daño o perjuicio causado, así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuantificación. 
Igualmente en los casos de concurrencia previstos en el Capítulo V de esta ley, en dicha resolución se deberán razonar los criterios de imputación y la graduación correspondiente para su aplicación a cada caso en particular.

Artículo 33.- Cuando de las actuaciones, documentos e informes del procedimiento, el órgano de conocimiento considere que son inequívocas la relación de causalidad entre el daño y la actividad administrativa irregular de los entes públicos, la valoración de la lesión patrimonial y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio o a petición de parte interesada, un procedimiento abreviado en los siguientes términos:

I. Se podrá iniciar antes de la verificación de la audiencia a que se refiere el artículo 74 de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila De Zaragoza.
II. Se concederá un plazo de cinco días hábiles al interesado para que ofrezca pruebas, tales como la documental, instrumental, pericial, reconocimiento e inspección judicial, fotografía, videograbación y las demás que se establezcan en las disposiciones que resulten aplicables; a partir del acuerdo que determine el inicio de dicho procedimiento, tiempo durante el cual las partes, podrán también dar por terminado el procedimiento mediante convenio, y

III. Una vez recibidas las pruebas, se desahogarán éstas y las ofrecidas con antelación, dentro de los cinco días hábiles siguientes, y la autoridad deberá emitir la resolución o sentencia en un lapso no mayor a cinco días hábiles, después de concluida aquella, en la que se determinará la relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular de los entes públicos y el daño producido; la valoración del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización, considerando los criterios previstos en la presente ley.

Articulo 34.- Las resoluciones de la autoridad administrativa que nieguen la indemnización, o que, por su monto, no satisfagan al interesado podrán impugnarse mediante juicio o recurso ante el Tribunal de Justicia Administrativo del Estado.

Artículo 35.- El procedimiento de reclamación terminará anticipadamente en los siguientes casos: 

 I. Por Convenio, mediante la fijación y el pago de la indemnización que las partes acuerden, para la validez de dicho convenio se requerirá, según sea el caso, la aprobación por parte de la contraloría interna o del órgano de vigilancia correspondiente

II.- Por desistimiento;  

 III. Por inactividad procesal, ante la falta de impulso del particular interesado durante más de 90 días naturales consecutivos; y 

 IV. En los demás casos en que, por disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo de la reclamación. 

 Artículo 36.- El Estado o Municipio tendrá la obligación de denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños o perjuicios con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial o de obtener alguna indemnización. 

CAPÍTULO SEXTO
DE LA CONCURRENCIA
Artículo 37.- En caso de concurrencia acreditada en los términos de esta Ley, el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de la misma distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto: 
I.Deberá atribuirse a cada ente público del Estado o Municipio los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación, incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados;

II. Los entes públicos del Estado o Municipio responderán únicamente de los hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públicos que les estén adscritos;

III. Los entes públicos del Estado o Municipio que tengan atribuciones o responsabilidad respecto de la prestación del servicio público y cuya actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica;

IV. Los entes públicos del Estado o Municipio que hubieran proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otras responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos federales ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado; y

V. Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad federal y la local, la primera deberá responder del pago de la indemnización en forma proporcional a su respectiva participación, quedando la parte correspondiente de la entidad federativa en los términos que su propia legislación disponga.

VI. El Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, podrá celebrar convenios de coordinación con los entes públicos del Estado y Municipio respecto de la materia que regula la presente Ley.

Artículo 38.- En el supuesto de que el reclamante se encuentre entre los causantes de la lesión cuya reparación solicita, la proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio causado se deducirá del monto de la indemnización total.

Artículo 39.- En el supuesto de que entre los causantes de la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta participación en la producción de la misma, se establecerá entre ellos una responsabilidad solidaria frente al reclamante, debiéndose distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes.

Artículo 40.- En el supuesto de que las reclamaciones deriven de hechos o actos dañosos producidos como consecuencia de una concesión de servicio público por parte de la Administración Pública del Estado o Municipio, y las lesiones patrimoniales hayan tenido como causa una determinación del concesionante que sea de ineludible cumplimiento para el concesionario, el Estado o Municipio responderá directamente.

En caso contrario, cuando el daño reclamado haya sido ocasionado por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación impuesta por el concesionante, la reparación correrá a cargo del concesionario, y de ser este insolvente, el ente público la cubrirá subsidiariamente, pudiendo repetir contra el concesionario.

Los concesionarios tendrán la obligación de contratar seguros u otorgar garantías a favor del concesionante, para el caso de que la lesión reclamada haya sido ocasionada por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación del concesionante.

CAPÍTULO SEPTIMO

DEL DERECHO DEL ESTADO DE REPETIR CONTRA LOS SERVIDORES PÚBLICOS.
Artículo 41.- El Estado o Municipio podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando, previa substanciación del procedimiento administrativo disciplinario previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, se determine su responsabilidad, y que la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. El monto que se exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique.

La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los criterios que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza. Además, se tomarán en cuenta los estándares promedio de la actividad administrativa, la perturbación de la misma, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional y su relación con la producción del resultado dañoso.

Artículo 42.- Los entes públicos también podrán instruir igual procedimiento a los servidores públicos nombrados, designados o contratados por aquellos y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Estatal y Municipal, cuando le hayan ocasionado daños y perjuicios en sus bienes y derechos derivado de faltas o infracciones administrativas graves. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por otras leyes aplicables en la materia.

Artículo 43.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones administrativas por las que se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el ente público haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos, a través del recurso de revisión, o ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Estado, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los servidores públicos del Poder Judicial y del Legislativo, y los de los órganos autónomos del Estado, sólo podrán impugnarlas a través de la vía judicial

Artículo 44.- La presentación de reclamaciones por responsabilidad patrimonial de los entes públicos interrumpirá los plazos de prescripción que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza determina para iniciar el procedimiento administrativo disciplinario a los servidores públicos, los cuales se reanudarán cuando quede firme la resolución o sentencia definitiva que al efecto se dicte en el primero de los procedimientos mencionados.

Artículo 45.- Las cantidades que se obtengan con motivo de las sanciones económicas que las autoridades competentes impongan a los servidores públicos, en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza se adicionarán, según corresponda, al monto de los recursos previstos para cubrir las obligaciones indemnizatorias derivadas de la responsabilidad patrimonial de los entes públicos.

CAPÍTULO OCTAVO

LEGISLACIÓN SUPLETORIA

Artículo 46.- En todo lo no previsto en esta ley, se aplicará en lo que corresponda las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila, Código Civil y Código de Procedimientos Civiles del Estado, y el Código Fiscal del mismo. 

Artículo 47.- Los reclamos por responsabilidad patrimonial presentados conforme al presente ordenamiento son de naturaleza exclusivamente administrativa.

T R A N S I T O R I O S

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días contados a partir de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- Dentro de los 30 días siguientes a la iniciación de vigencia de este Decreto, los entes públicos del Estado y de los Ayuntamientos de los Municipios determinarán los órganos competentes para conocer y resolver en su respectivo ámbito las reclamaciones de indemnización por responsabilidad patrimonial correspondientes.

Tercero.- Este Decreto no será aplicable a la responsabilidad patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza o sus Municipios, que provenga de actos o hechos ocurridos con anterioridad a la iniciación de su vigencia.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 8 de la presente Ley, los sujetos obligados podrán reasignar partidas de sus respectivos presupuestos de egresos, hasta por las cantidades que se destinen a éste fin.

Por lo tanto, envíese al Ejecutivo del Estado para su promulgación y publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día 19 de junio de 2018.
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